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RECURSO 129/2026 
RESOLUCIÓN 141/2026 
 
 
Resolución 141/2026, de 19 de junio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por Onnera 
Group, S. Coop. contra la adjudicación del lote 1 del contrato de 
equipamiento de cocina, lavandería, lencería y cortinas para Centro 
Multiservicios: residencia con diversas unidades de convivencia para 
personas mayores y centro de día en Zamora (expediente 
A2026/000311). 

 
 
I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- Los días 25 y 26 de enero de 2026 se publicó en la 
Plataforma de Contratación del Sector Púbico (PLACSP) el anuncio de licitación 
y los pliegos para la contratación del equipamiento de cocina, lavandería, 
lencería y cortinas para Centro Multiservicios: residencia con diversas unidades 
de convivencia para personas mayores y centro de día en Zamora (expediente 
A2026/000311), licitado por la Gerencia de Servicios Sociales de Castilla y 
León. El 3 de febrero siguiente se publica la rectificación del anuncio de 
licitación y de los pliegos. El contrato se divide en dos lotes. 

 
Segundo.- El 14 de mayo de 2026, previa la tramitación oportuna, la 

presidenta del Consejo de Administración de la Gerencia de Servicios Sociales 
adjudica el lote n.º 1 del contrato (cocina y lavandería) a Soluciones Integrales 
para cocinas profesionales, S.L., y el lote n.º 2 (lencería y cortinas) a Roncero 
Diseño, S.L. La resolución de adjudicación se publica el 15 de mayo siguiente 
en la PLACSP. 

 
Tercero.- El 21 de mayo de 2026 tiene entrada en este Tribunal un 

recurso especial en materia de contratación interpuesto por Dña. yyy, en 
representación de Onnera Group, S. Coop. (en adelante Onnera), contra la 
adjudicación del lote n.º 1 del contrato expresado. Alega insuficiencia de la 
motivación, error manifiesto y vulneración de los principios de igualdad, 
transparencia y objetividad en la valoración de los criterios sujetos a juicio de 
valor. Solicita la nulidad de la resolución de adjudicación y la retroacción de 
las actuaciones al momento anterior a la valoración de dichos criterios. 
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Subsidiariamente, solicita la apertura de nuevo plazo de presentación de 
ofertas.  

 
Cuarto.- Se ha recibido en este Tribunal el expediente y el informe del 

órgano de contratación. Este se opone a la estimación del recurso por entender 
que el recurrente se ha limitado a hacer una evaluación alternativa a la del 
órgano calificador, sin aportar prueba alguna ni demostrar que dicho informe 
haya incurrido en un error ostensible y manifiesto o en la vulneración del 
ordenamiento jurídico vigente. 

 
Quinto.- Conferido traslado del recurso a los demás licitadores, el 4 de 

junio Soluciones Integrales para cocinas profesionales, S.L. (en adelante, 
Soluciones Integrales), adjudicataria del lote 1, presenta alegaciones. Solicita 
la inadmisión por falta de efecto útil real y ausencia de interés legítimo material 
suficiente, ya que, ni atribuyéndose a la recurrente la máxima puntuación en 
la valoración de los criterios evaluables mediante juicio de valor, podría resultar 
adjudicataria. Subsidiariamente solicita la desestimación íntegra del recurso. 

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- El recurso se ha interpuesto contra la resolución de adjudicación 

de un contrato de suministro cuyo valor estimado es de 1.074.379,90 euros, 
siendo, por tanto, superior a 100.000 euros, por lo que cumple con las 
exigencias del artículo 44 de la LCSP, apartados 1.a) y 2.c). 

 
El recurso se ha presentado en el plazo legalmente previsto con arreglo 

al artículo 50.1.d) de la LCSP. 
 
3º.- Procede analizar legitimación de la recurrente para interponer el 

recurso, a la vista de la pretensión de inadmisión, por falta de efecto útil, 
pretendida por la adjudicataria en su escrito de alegaciones. 
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Este Tribunal considera que debe admitirse su legitimación, ya que las 
pretensiones de la recurrente no se limitan a solicitar la revisión de su 
puntuación, sino que también solicita la revisión de la puntuación máxima de 
la adjudicataria, mediante una nueva valoración íntegra de ambas ofertas. 

 
La representación consta debidamente acreditada de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  
 
4º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 

determinar si la adjudicación del contrato se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, 
y en especial, al pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP) y al 
pliego de prescripciones técnicas (PPT) que constituyen la ley del contrato.  

 
La recurrente considera que la valoración de los criterios sujetos a juicio 

de valor adolece de una motivación insuficiente, genérica y que no guarda 
relación con la relevancia que dicha valoración ha tenido en el resultado final 
de la licitación. Considera que ha incurrido en arbitrariedad y error manifiesto, 
y añade que la motivación debe permitir al licitador conocer las razones de la 
puntuación obtenida, los elementos técnicos efectivamente valorados, las 
deficiencias concretas que han impedido obtener una puntuación mayor y los 
motivos por los que la oferta adjudicataria merece la puntuación máxima. 

 
Por lo que se refiere a la valoración técnica de las ofertas presentadas 

por los licitadores y su enjuiciamiento y control por los tribunales, es preciso 
recordar que la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha señalado, de manera 
reiterada, que la Administración goza de discrecionalidad técnica en la 
ponderación de criterios evaluables en función de juicios de valor; por lo que, 
al tratarse de cuestiones que se evalúan aplicando criterios estrictamente 
técnicos, el Tribunal no puede corregirlos aplicando criterios jurídicos. Resulta 
manifiesto que este Tribunal carece de la suficiente formación para entrar en 
consideraciones estrictamente técnicas. Ello no obsta para que el Tribunal 
pueda analizar tal valoración, pero tal examen debe quedar circunscrito a sus 
aspectos formales, tales como normas de competencia o procedimiento, la 
vigilancia de que en la valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o 
discriminatorios o que no se haya incurrido en error material. 

 
La sentencia del Tribunal Supremo de 14 de julio de 2000 señala que la 

“discrecionalidad técnica reduce las posibilidades del control de dicha actividad 
evaluadora, que prácticamente estarán constituidas por estos dos básicos 
supuestos: el de la inobservancia de los elementos reglados -cuando éstos 
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existan-, y el del error ostensible o manifiesto; y, consiguientemente, deja 
fuera de ese limitado control posible a aquellas pretensiones de los interesados 
que solo postulen una evaluación alternativa a la del órgano calificador, pero 
moviéndose también dentro de ese aceptado espacio de libre apreciación, y 
no estén sustentadas con un posible error manifiesto”. 

 
Por su parte, la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de julio de 2012, 

entre otras, declara que “la discrecionalidad técnica expresada conduce a partir 
de una presunción de certeza o de razonabilidad de la actuación administrativa, 
apoyada en la especialización y la imparcialidad de los órganos establecidos 
para realizar la calificación. De modo que dicha presunción iuris tantum sólo 
puede desvirtuarse si se acredita la infracción o el desconocimiento del proceder 
razonable que se presume en el órgano calificador, bien por desviación de 
poder, arbitrariedad o ausencia de toda posible justificación del criterio 
adoptado, entre otros motivos, por fundarse en patente error, debidamente 
acreditado por la parte que lo alega. Por ello, la discrecionalidad técnica reduce 
las posibilidades de control jurisdiccional sobre la actividad evaluadora de los 
órganos de la Administración prácticamente a los supuestos de inobservancia 
de los elementos reglados del ejercicio de la potestad administrativa y de error 
ostensible o manifiesto, quedando fuera de ese limitado control aquellas 
pretensiones de los interesados que sólo postulen una evaluación alternativa 
a la del órgano calificador, moviéndose dentro del aceptado espacio de libre 
apreciación, y no estén sustentadas con un posible error manifiesto”. 

 
Todo ello en el bien entendido de que, como refiere la sentencia de la 

Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo de 10 de mayo de 
2017 (Rec. 2504/2015) “la discrecionalidad técnica de la que, ciertamente, 
están dotados los órganos de contratación para resolver cuál es la oferta más 
ventajosa no ampara cualquier decisión que pretenda fundarse en ella ni se 
proyecta sobre todos los elementos en cuya virtud deba producirse la 
adjudicación. Jugará, por el contrario, solamente en aquellos que, por su 
naturaleza, requieran un juicio propiamente técnico para el cual sean 
necesarios conocimientos especializados”. 

 
La doctrina de la discrecionalidad técnica se ha acogido plenamente por 

los tribunales administrativos de recursos contractuales. Como señalan, por 
todas, las resoluciones 137/2019, de 17 de septiembre, y 164/2019, de 30 de 
octubre, de este Tribunal, “Ello supone que, al tratarse de aspectos que se 
evalúan con criterios estrictamente técnicos, el Tribunal no puede corregirlos 
aplicando criterios jurídicos, sin perjuicio de que puedan ser objeto de análisis 
cuestiones como las antes apuntadas (aspectos formales de la valoración -
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como las normas de competencia o de procedimiento, por ejemplo-; que en la 
valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o discriminatorios; o que 
se haya incurrido en omisión o error material al efectuarla). Fuera de estos 
aspectos, el Tribunal debe respetar los resultados de dicha valoración”. 

 
Por otro lado, debe recordarse, en relación con la vinculación de las 

ofertas al contenido de los pliegos, que el artículo 124 de la LCSP establece 
que “El órgano de contratación aprobará con anterioridad a la autorización del 
gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del contrato, 
o de no existir ésta, antes de su adjudicación, los pliegos y documentos que 
contengan las prescripciones técnicas particulares que hayan de regir la 
realización de la prestación y definan sus calidades, sus condiciones sociales y 
ambientales, de conformidad con los requisitos que para cada contrato 
establece la presente Ley (…)”.  
 

Por su parte, el artículo 68 del Reglamento General de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 
1.098/2001, de 12 de octubre (en adelante RGLCSP), relativo al “Contenido 
del pliego de prescripciones técnicas particulares”, dispone en su apartado 1 
que “El pliego de prescripciones técnicas particulares contendrá, al menos, los 
siguientes extremos: 

 
»a) Características técnicas que hayan de reunir los bienes o 

prestaciones del contrato (…)”. 
 
Según se ha expuesto, los pliegos que elabora la Administración y 

acepta expresamente el licitador al hacer su proposición constituyen la ley del 
contrato y vinculan tanto a la Administración contratante como a los 
participantes en la licitación. 
 

La vinculación supone que no es posible alterar unilateralmente las 
cláusulas contenidas en los pliegos, así lo indica in fine el mismo artículo 124 
de la LCSP, de acuerdo con el cual los pliegos de prescripciones técnicas 
particulares “solo podrán ser modificados con posterioridad por error material, 
de hecho, o aritmético. En otro caso, la modificación del pliego conllevará la 
retroacción de actuaciones”; por lo tanto, la Administración debe efectuar la 
valoración de los productos ofertados por los licitadores conforme a los criterios 
recogidos en aquéllos. Respecto de los licitadores, la vinculación determina 
que deben cumplir las condiciones previamente establecidas en los pliegos. En 
este sentido, el artículo 139.1 de la LCSP dispone que “Las proposiciones de 
los interesados deberán ajustarse a los pliegos y documentación que rigen la 
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licitación, y su presentación supone la aceptación incondicionada por el 
empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas o condiciones, sin 
salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la mesa y al órgano de 
contratación para consultar los datos recogidos en el Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o en las listas oficiales 
de operadores económicos de un Estado miembro de la Unión Europea”. Por 
tanto, las especificaciones técnicas incluidas en el PPT deben ser cumplidas 
por las ofertas. El citado pliego, como parte de la documentación contractual, 
constituye la ley del contrato y la presentación de la oferta refleja su 
aceptación incondicionada. 
 

5º.- En su recurso, Onnera sostiene que cuando el órgano de 
contratación valora criterios sujetos a juicio de valor, la motivación adquiere 
una relevancia esencial y debe permitir al licitador conocer por qué su oferta 
ha recibido una concreta puntuación y no otra superior, cuáles son los 
elementos técnicos que han sido efectivamente valorados, qué deficiencias 
concretas han impedido obtener una puntuación mayor y por qué la oferta 
adjudicataria merece, en su caso, la puntuación máxima. Alega que el informe 
técnico incorporado al acta 4 no permite reconstruir de forma suficiente ese 
razonamiento valorativo y denuncia que la utilización de expresiones o frases 
hechas o estereotipadas constituyen un supuesto de falta de motivación, tal y 
como sostiene la doctrina de los tribunales contractuales. 

 
Cita diversos aspectos de su memoria en los que considera que la 

descripción efectuada a la hora de valorar los criterios mediante juicio de valor 
no justifica la puntuación otorgada. Esgrime una insuficiente motivación del 
informe de valoración, ya que no explica por qué prestaciones que aparecen 
en su oferta y en la de la adjudicataria son valoradas de forma tan dispar 
cuando se trata de prestaciones análogas o funcionalmente equivalentes. 

 
A su vez, consciente de que la valoración de los criterios evaluables 

mediante juicio de valor está presidida por un gran margen de discrecionalidad 
técnica, y remitiéndose a la doctrina de los tribunales, identifica como limite el 
error manifiesto en la valoración. Y, en relación con el criterio calidad, señala 
que, tras reconocerse la oferta como “correcta, clara, ordenada, con primeras 
marcas, fichas técnicas y mejoras”, se le asigna una puntuación que no guarda 
correspondencia razonable con esa descripción, pues solo se le asignan 8 de 
los 26 puntos posibles. La misma afirmación realiza en relación con el criterio 
de características estéticas y funcionales. 
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Considera que la falta de proporcionalidad a la hora de efectuar las 
valoraciones supone una vulneración de los principios de igualdad de trato, 
transparencia y objetividad que rigen la contratación pública, consagrados en 
los artículos 1, 132 y 145 de la LCSP. 

 
Insiste en que no es posible que elementos análogos se traduzcan en 

consecuencias valorativas dispares sin una motivación suficiente y verificable. 
 
Concluye afirmando que, “Al no poder verificarse que todos los licitadores 

hayan sido valorados con arreglo a los mismos parámetros y al no exteriorizarse 
de forma suficiente las razones de la diferencia decisiva de puntuación, la 
adjudicación impugnada queda viciada y debe ser anulada, con retroacción de 
actuaciones al momento anterior a la valoración de los criterios sujetos a juicio 
de valor”. Propone una nueva valoración de diversos apartados. 

 
Por su parte, el órgano de contratación, tras exponer la doctrina acerca 

de la discrecionalidad técnica y remitirse al informe técnico en respuesta a las 
alegaciones del recurso, concluye que el recurrente se ha limitado a hacer una 
evaluación alternativa a la del órgano calificador, sin aportar prueba alguna ni 
demostrar que dicho informe haya incurrido en un error ostensible y manifiesto 
o en qué elementos o aspectos sea vulnerado el ordenamiento jurídico vigente. 

 
6º.- El PCAP rector de la licitación contempla en su cláusula 12 los 

criterios de adjudicación cuya ponderación depende de un juicio de valor. Se 
prevé una valoración máxima de 46 puntos. 

 
El primer criterio es la “calidad”, con hasta 26 puntos, especificándose 

lo siguiente: 
 

“- Las ofertas que ofrezcan prestaciones que mejoren la calidad 
del suministro en aspectos poco significativos con respecto a las especificaciones 
del PPT y presenten gamas medias en la calidad de los productos en 
comparación con el resto de las ofertas, se les otorgará hasta un máximo de 
3 puntos. 

 
»- Las ofertas que ofrezcan otras prestaciones que mejoren la 

calidad de los bienes a suministrar, bien sea por ampliar la calidad mínima 
exigida, o por aportar detalles que, por su solidez, diseño, servicio postventa, 
mantenimiento etc., beneficiarán, en cuanto a calidad se refiere, las 
prestaciones ofertadas, se otorgará hasta un máximo de 12 puntos. 
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»- Las ofertas que recojan la mayor parte de prestaciones 
ofertadas por otros licitadores, ofrezcan además otras que mejoren claramente 
la calidad de la mayor parte de los productos, ampliando la calidad mínima 
exigida, o por aportar detalles que por su solidez, diseño, servicio postventa, 
mantenimiento etc., beneficiarán, en cuanto a calidad se refiere, las 
prestaciones ofertadas, que sean de especial importancia, o presenten las 
gamas más altas, se les asignará hasta la máxima puntuación, 26 puntos”. 

 
El segundo criterio son las “características estéticas y funcionales”, con 

hasta 20 puntos de valoración máxima El pliego indica lo siguiente:  
 

“- Las ofertas que ofrezcan prestaciones que mejoren el suministro 
en cuanto a las características estéticas y funcionales de los productos en 
aspectos poco significativos respecto a las especificaciones del PPT y presenten 
gamas medias en cuanto a la estética y funcionalidad en comparación con el 
resto de las ofertas, se les otorgará hasta un máximo de 2 puntos.  

 
»- Las ofertas que, ofrezcan otras prestaciones que mejoren las 

características estéticas y funcionales de los bienes a suministrar, bien sea por 
ampliar los requisitos mínimos exigidos, o por aportar detalles que, por su 
diseño, funcionamiento, versatilidad, facilidad de maniobrar, etc. facilitarán su 
utilización y manejo a los futuros usuarios, se otorgará hasta un máximo de 9 
puntos.  

 
»- Las ofertas que recojan la mayor parte de prestaciones 

ofertadas por otros licitadores, ofrezcan además otras que mejoren claramente 
la estética y funcionalidad de la mayor parte de los productos por aportar 
detalles que, por su diseño, funcionamiento, versatilidad, facilidad de maniobra, 
etc. facilitarán su utilización y manejo a los futuros usuarios, o las prestaciones 
ofertadas sean de especial importancia, o presenten las gamas más altas, se 
les asignará hasta la máxima puntuación, 20 puntos. 

 
A continuación, la misma cláusula dispone que: “Con carácter global, 

para la valoración de los criterios de Calidad y de las Características Estéticas 
y Funcionales, se tendrán en cuenta los siguientes aspectos: 

 
»• Se valorará la presentación de las gamas de calidad más alta 

dentro de las especificaciones requeridas. 
 
»• Se valorará la definición clara, completa y coherente de las 

ofertas, sin contradicciones ni ambigüedades. 
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»• Se valorará la explicación detallada de las características de 
los suministros ofertados.  

 
»• Se valorará la propuesta de mejoras y la relevancia de éstas, 

tanto en relación con el Pliego, como en relación con el resto de los licitadores. 
Serán de mayor relevancia aquellas mejoras que incrementen la calidad, 
estética o funcionalidad de los suministros, aunque también se tendrán en 
cuenta aquellas otras que oferten servicios y facilidades, tanto en la 
preparación del equipamiento como en el servicio post-venta”. 

 
7º.- Procede a continuación analizar examinar los aspectos 

controvertidos que el recurrente considera que han de ser objeto de nueva 
valoración para su examen a la luz de los criterios determinados en el PCAP. 

 
A) Organización, calidad y coherencia de la propuesta técnica. 
 
Onnera, partiendo de que el informe técnico reconoce que su 

oferta destaca por su adecuada organización y por la claridad en la exposición, 
considera que merece 4 puntos más en la valoración. Indica que el informe no 
desglosa el peso que se le da a la coherencia y calidad pese a que el pliego 
valoraba esta circunstancia. 

 
El informe técnico elaborado con ocasión del recurso señala que 

la corrección de una oferta y que esta tenga elementos positivos no la hace 
merecedora de la máxima puntuación. Añade que Onnera no ha acreditado 
error en la valoración y simplemente propone una valoración interesada. 

 
Respecto a la pretensión de desglose de la ponderación referida 

a la organización calidad y coherencia, la cláusula 12 del PCAP no prevé su 
valoración diferenciada como si de subcriterios se tratase. Por el contrario, el 
PCAP solo obliga a que la valoración de los criterios que prevé (calidad y 
características estéticas y funcionales) se realice teniendo en cuenta los 
aspectos que se relacionan, sin imponer límite alguno de puntuación a cada 
uno. Por tanto, el órgano de contratación, sobre la base de la doctrina de la 
discrecionalidad técnica, debe valorar los apartados de forma global, tomando 
en consideración los aspectos que se citan y motivando debidamente la 
puntuación otorgada. Y así consta en el informe de valoración de las ofertas 
que obra en el expediente. 

 
B) Justificación del cumplimiento de los productos ofertados y 

exposición de mejoras asociadas. 
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Onnera indica que el informe de valoración recoge de manera 
expresa las mejoras asociadas y la justificación de las aportaciones que superan 
los requisitos mínimos del PPT. Señala que no se identifican ni ponderan 
individualmente las mejoras reconocidas. 

 
El informe técnico elaborado con ocasión del recurso señala que 

la corrección de una oferta y que esta tenga elementos positivos no la hace 
merecedora de una puntuación elevada o equiparable a la de otra empresa. 
Dado que gran parte del recurso se fundamenta en haber aportado numerosas 
mejoras, el informe del órgano de contratación señala que su mera inclusión 
no garantiza que la valoración sea positiva, pues estas deben ser relevantes, 
diferenciadores y técnicamente justificadas. Frente a la afirmación de la 
recurrente de que ha presentado 47 mejoras, la Administración sostiene que 
el suministro incluía más de 270 artículos. Se refiere además a la escasa entidad 
de las ofertadas (dosificadores de jabón, ruedas, tapas o exterminadores de 
insectos) cuyo impacto económico es de apenas el 0,18 % de la licitación. 

 
Conviene recordar que, en este punto, el pliego indicaba en la 

cláusula 12 que “Con carácter global, para la valoración de los criterios de 
Calidad y de las Características Estéticas y Funcionales, se tendrán en cuenta 
los siguientes aspectos: (…) Se valorará la propuesta de mejoras y la relevancia 
de éstas, tanto en relación con el Pliego, como en relación con el resto de los 
licitadores. Serán de mayor relevancia aquellas mejoras que incrementen la 
calidad, estética o funcionalidad de los suministros, aunque también se tendrán 
en cuenta aquellas otras que oferten servicios y facilidades, tanto en la 
preparación del equipamiento como en el servicio post-venta”.  

 
En este punto, el informe de valoración destaca que Soluciones 

Integrales oferta “numerosas mejoras como la inclusión de un equipo de ozono, 
o instalación de encimeras continuas de 2mm de espesor”. Las puntuaciones 
más altas según el pliego, tal como se ha transcrito en párrafos precedentes, 
se reservan a aquellas “ofertas que recojan la mayor parte de prestaciones 
ofertadas por otros licitadores, ofrezcan además otras que mejoren claramente 
la estética y funcionalidad de la mayor parte de los productos por aportar 
detalles que, por su diseño, funcionamiento, versatilidad, facilidad de 
maniobra, etc. facilitarán su utilización y manejo a los futuros usuarios, o las 
prestaciones ofertadas sean de especial importancia, o presenten las gamas 
más altas”. 

 
C) Primeras marcas, fichas técnicas y características de los 

productos ofertados. 
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Onnera incide en que el informe de valoración reconoce que su 
oferta presenta primeras marcas y que la documentación técnica de su oferta 
se complementa con fichas técnicas de los productos. Sostiene que la ausencia 
de determinados catálogos no puede justificar una puntuación tan reducida 
como la otorgada. Reclama, por ello, 5 puntos adicionales. 

 
El informe de valoración ya señalaba que “muchas de las fichas 

técnicas no se acompañan de catálogos del fabricante que corroboren la 
veracidad de la información aportada”. El informe elaborado con ocasión del 
recurso reitera esta afirmación y cita varios elementos en los que existen 
discrepancias entre las características recogidas en las fichas técnicas de los 
equipos (elaboradas manualmente por el licitador) y las fichas del catálogo 
comercial del fabricante. 

 
La cláusula 12 del PCAP expresamente exige que “Deberán 

presentarse folletos, catálogos y fotografías, con las características de los 
artículos, especificadas en castellano, de forma clara y concisa. Los folletos y 
fotografías que se presenten harán referencia única y exclusivamente a los 
artículos ofertados”. En la misma cláusula también se establece que “(…) Se 
valorará la definición clara, completa y coherente de las ofertas, sin 
contradicciones ni ambigüedades”, y que “Se valorará la explicación detallada 
de las características de los suministros ofertados”. También se indica que “Se 
valorará la presentación de las gamas de calidad más alta dentro de las 
especificaciones requeridas” 

 
Por tanto, el pliego es claro en cuanto a la necesidad de 

aportación de folletos, catálogos y fotografías, así como a la definición 
coherente de las ofertas. El principio de vinculación a los pliegos exige al 
licitador presentar sus ofertas con arreglo al contenido de estos y no cabe 
alegar que existe una falta de identificación de los productos afectados o que 
no se conoce el impacto que la falta de aportación de estos elementos puede 
tener para verificar las condiciones de los suministros. 

 
D) Servicio postventa mantenimiento preventivo.  
 
Onnera indica que el informe de valoración reconoce que su 

oferta incluye un mantenimiento preventivo con visita anual y un tiempo de 
respuesta para el servicio técnico, y que el PCAP atribuye relevancia a aspectos 
como el mantenimiento, el servicio postventa y las facilidades vinculadas al 
uso y mantenimiento de los bienes. Por ello, solicita una puntuación adicional 
de 4 puntos.  
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El informe elaborado con ocasión del recurso indica, por su parte, 
que el servicio postventa ofertado ha sido tenido en cuenta en el apartado de 
estética y funcionalidad, aportándole 12 de los 20 puntos posibles por ser su 
oferta inferior a otras. 

 
El informe de valoración ha tomado en consideración el 

mantenimiento ofertado, si bien ha de tenerse en cuenta que, tal y como prevé 
la cláusula 12, este aspecto se valora de forma global junto con otros dentro 
del apartado estética y funcionalidad. 

 
E) Plano de implantación y distribución funcional de los elementos 

ofertados. 
 
Onnera indica que este apartado se integra en el criterio de 

características estéticas y funcionales y que el informe reconoce que Onnera 
aporta un plano de implantación en el que se representan con claridad la 
ubicación y distribución de los elementos ofertados y reclama 4 puntos 
adicionales. Señala que no se concretaba la puntuación del plano ni por qué 
no es suficiente para incrementar la puntuación. 

 
El informe de valoración señala, respecto a la adjudicataria, que 

“Se incluye también un plano de distribución con la ubicación de los elementos 
ofertados, acompañado de imágenes en 3D lo que permiten visualizar de 
forma anticipada el resultado final de las instalaciones, así como el estudio de 
la compatibilidad de los diferentes elementos ofertados”. 

 
De nuevo, no puede identificarse como falta de motivación el 

hecho de que el informe de valoración no identifique la ponderación que se 
atribuye a este elemento, ya que el pliego no lo establece como un subcriterio 
concreto ni con una ponderación máxima. 

 
Por otro lado, la diferencia entre la ventaja que representan los 

planos aportados por uno y otro licitador cuenta con el reflejo adecuado en el 
informe y, por ende, tiene su repercusión a la hora de atribuir la puntuación.  

 
F) Formación del personal de cocina para el uso y manejo de los 

equipos. 
 
La recurrente cuestiona que el informe técnico, pese a reconocer 

que Onnera ha ofertado formación para el personal de cocina para el uso y 
manejo de los equipos, y tratándose de una prestación que mejora la 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

13 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es  

 

operatividad real del equipamiento, no pondere ésta en la puntuación final. 
Solicitan, por ello, un incremento de dos puntos de la puntuación total otorgada. 

 
El informe de valoración reconoce que Onnera oferta formación 

para el personal de cocina para el uso y manejo de los equipos. Respecto a la 
formación ofertada por la adjudicataria, el mismo informe indica que “La oferta 
incorpora un plan formativo dirigido a los trabajadores de cocina y lavandería, 
centrado en el manejo de los equipos, y de forma particular, en la gestión de 
su conectividad”. Añade que “Con este plan se busca garantizar un uso seguro 
y eficiente de los equipos, y una implantación eficaz de los procesos operativos 
instalados, suponiendo un valor añadido significativo”. 

 
En el informe elaborado con ocasión del recurso se incide en que 

la formación ofertada por Onnera se limita al personal de cocina, solo alcanza 
dos jornadas y no se hace referencia a un programa de formación. Señala que 
hecho de que otras licitadoras hayan obtenido una mejor calificación global no 
implica que un determinado aspecto de su oferta no haya sido tomado en 
consideración. En cuanto a la ponderación de este apartado, nos remitimos a 
lo señalado en apartados anteriores. 

 
G) Adecuación global de la propuesta a las necesidades del centro 

y de sus usuarios.  
 
Onnera afirma que dentro del criterio de características estéticas 

y funcionales debe valorarse la adecuación global de su propuesta a las 
necesidades del centro. Señala que el informe de valoración expresamente 
reconocía que su oferta permitía comprender el conjunto de su propuesta, así 
como la distribución y funcionalidad de los elementos ofertados. Por ello, solicita 
una atribución adicional de dos puntos. 

 
El informe elaborado con ocasión del recurso indica que los 

aspectos positivos de la oferta de Onnera han sido tenidos en cuenta y valorados 
oportunamente, lo que no impide que existan otras dos ofertas técnicas que 
han obtenido mayor valoración.  

 
El estudio detallado del expediente permite a este Tribunal concluir que 

el informe de valoración relativo a los criterios evaluables mediante fórmulas 
está motivado y que se han aplicado las reglas contenidas en el PCAP para la 
valoración de estos criterios de adjudicación. 
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Conviene recordar que la función de este Tribunal no es la de suplantar 
el acierto técnico en la valoración de las propuestas técnicas, sino comprobar 
que tal valoración se ha ajustado a la legalidad, por ser coherente con los 
pliegos y la normativa de aplicación, y por encontrarse suficientemente 
motivada.  

 
El análisis ha de quedar limitado de forma exclusiva a los aspectos 

formales de la valoración, a que no se hayan aplicado criterios arbitrarios o 
discriminatorios, o que no se haya incurrido en error material que pueda 
afectar dicha valoración. Este Tribunal no puede sustituir la decisión sobre el 
concreto valor atribuido a un aspecto de la oferta por otro distinto, pues ello 
supone sustituir el juicio del órgano experto competente para ello, por el juicio 
del Tribunal. 

 
Los informes técnicos están dotados de una presunción de acierto y 

veracidad, precisamente por la cualificación técnica de quienes los emiten, y 
sólo cabe frente a ellos una prueba suficiente de que son manifiestamente 
erróneos o se han dictado en clara discriminación de los licitadores. En 
consecuencia, este Tribunal ha de limitarse a comprobar si se han seguido los 
trámites procedimentales y de competencia, analizar si se ha incurrido en error 
material y si se han aplicado formulaciones arbitrarias o discriminatorias. 

 
Es cierto que el informe técnico ofrece una motivación sucinta de la 

puntuación concedida a la recurrente y que es desarrollada posteriormente 
con más detalle y concreción en el informe sobre el recurso. Sin embargo, este 
Tribunal ha señalado reiteradamente que la motivación no precisa un 
razonamiento exhaustivo y pormenorizado en todos los aspectos y perspectivas, 
bastando que sea racional y suficiente, así como su extensión de suficiente 
amplitud para que los interesados tengan el debido conocimiento de los 
motivos del acto para poder defender sus derechos e intereses, pudiendo ser 
los motivos de hechos y de derecho sucintos siempre que sean suficientes. 

 
En este sentido la sentencia del Tribunal Supremo de 12 de febrero de 

1988 declara expresamente que “No cabe confundir la brevedad y concisión 
de los términos de un acuerdo administrativo con su falta de motivación; ésta 
queda cumplida con la referencia sucinta de hechos y fundamentos jurídicos, 
con la expresión de las razones y argumentos que determinan la adopción del 
acuerdo, para que el administrado pueda conocerlos y entablar los pertinentes 
recursos”. En idéntico sentido, la sentencia del Tribunal Supremo de 27 de 
mayo de 1988 señala al respecto que “La sucinta referencia motivadora que 
exige el artículo no requiere una exhaustiva y completa referencia fáctica y 
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jurídica del proceso conformador de la voluntad administrativa”, señalando 
igualmente la sentencia del Tribunal Supremo de 25 de febrero de 1987 que 
“la motivación de los actos tiene como fundamento proteger al administrado 
contra el arbitrio de la Administración, aportándole las razones en que sus 
decisiones se basan, a fin de que pueda, con conocimiento de causa, 
impugnarlas si así lo cree oportuno, habiendo declarado la jurisprudencia que 
no cabe confundir brevedad y concisión con falta de motivación”. 

 
Pese a que la recurrente combate en su escrito la puntuación otorgada 

a la adjudicataria, no aporta elemento alguno que permita apreciar que conoce 
la oferta de la adjudicataria ni ha acreditado que se haya incurrido en error o 
arbitrariedad en su valoración. 

 
Por todo lo expuesto, frente a los juicios subjetivos y parciales de la 

recurrente sin carga probatoria que acredite el pretendido carácter arbitrario 
de la valoración de su oferta técnica, ha de prevalecer la presunción de acierto 
del informe técnico que no ha sido destruida mediante prueba en contrario, 
informe en el que no se aprecian indicios de errores materiales o de falta de 
motivación. 

 
En su virtud y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por Onnera Group, S. Coop. contra el acuerdo de la presidenta del 
Consejo de Administración de la Gerencia de Servicios Sociales por el que se 
adjudica el lote n.º 1 del contrato de equipamiento de cocina, lavandería, 
lencería y cortinas para Centro Multiservicios: residencia con diversas unidades 
de convivencia para personas mayores y centro de día en Zamora, en favor de 
Soluciones Integrales para cocinas profesionales, S.L. (expediente 
A2026/000311). 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación 

de acuerdo con el artículo 57.3 de la LCSP. 
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Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 
procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el 
día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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